SUPRESION DEL CARGO – Justificación / RETIRO DEL SERVICIO POR SUPRESION DEL CARGO – Origen

Cuando las reformas de las plantas de personal conllevan la supresión de empleos, se erigen en criterios y condiciones relacionados con las necesidades del servicio o modernización de la Administración, siendo objetivas las razones que justifican la reforma. La decisión de retirar a un empleado de la planta de cargos, como consecuencia de una supresión, puede originarse bien porque todos los cargos de su categoría fueron suprimidos por el acto general, o bien porque en la nueva planta de personal no se creen cargos con funciones iguales o equivalentes en uno de los cuales pudiera incorporarse. 

FUENTE FORMAL: CONSTITUCION POLITICA – ARTICULO 209 / CONSTITUCION POLITICA – ARTICULO 2

CORPORACION AUTONOMA REGIONAL – Naturaleza jurídica. Régimen de personal

Las Corporaciones Autónomas Regionales - CAR “son personas jurídicas públicas del orden nacional, que cumplen cometidos públicos de interés del Estado”, que gozan de autonomía, con fundamento en el artículo 150-7 de la Constitución Política y en cuanto a su régimen de personal, le son aplicables las normas generales de carrera administrativa según lo previsto el artículo 3° de la Ley 443 de 1998.

FUENTE FORMAL: CONSTITUCION POLITICA – ARTICULO 150 NUMERAL 7 / LEY 443 DE 1998

PLANTA DE PERSONAL DE LA CORPORACION AUTONOMA REGIONAL – Modificación no requiere aprobación de la función pública

Dentro de esa autonomía las Corporaciones Autónomas debe actuar de acuerdo al marco legal al determinar su estructura organizacional y su conveniente planta de personal, por eso, cualquier aprobación previa de las reformas que hagan a esas plantas de personal por parte del Departamento Administrativo de la Función Pública, constituye una flagrante violación a las normas constitucionales que consagran ese principio. En conclusión de lo expuesto, se tiene que las CAR deben seguir las reglas de la carrera administrativa por expresa disposición legal, pero no debe sujetarse a la aprobación previa del Departamento Administrativo de la Función Pública, por decisión  jurisprudencial.

SUPRESION DE CARGO DE CARRERA ADMINISTRATIVA – Causales. Efectos. Incorporación. Indemnización

El artículo 39 de la Ley 443 de 1998, prevé que la supresión de un cargo de Carrera Administrativa puede ocurrir por diferentes razones, verbi gracia fusión o liquidación de una Entidad Pública; la reestructuración; por modificación de la planta de personal; por reclasificación de los empleos; traslado de funciones de una entidad a otra; o simplemente por políticas de modernización del Estado con el fin de hacer más eficaz la prestación del servicio público, que trae consigo las consecuencias jurídicas que de ella se derivan, como son la opción de ser incorporado a un empleo equivalente o ser indemnizado en los términos y condiciones que establezca el Gobierno Nacional. 

FUENTE FORMAL: LEY 443 DE 1998 – ARTICULO 31

OFICIO DE COMUNICACION DE SUPRESION DEL CARGO – No es enjuiciable

Para el recurrente la comunicación que le informó la supresión del cargo y produjo su retiro, es un acto particular que se efectuó de manera ilegal. Esta Sala en repetidas ocasiones ha afirmado que la comunicación por medio de la cual se informa la decisión asumida por una determinada autoridad pública no tiene el carácter de acto administrativo. 

NOTA DE RELATORIA: Sobre la no enjuicialidad de la comunicación de la supresión del cargo, Consejo de Estado, Sección Segunda sentencia de 15 de marzo de 2007, Expediente 3020-04, M.P., Bertha Lucía Ramírez de Páez.

RETIRO DEL SERVICIO POR SUPRESION DEL CARGO DE EMPLEADO DE CARRERA – Mejor derecho, Reincorporación de empleado provisional / RETIRO DEL SERVICIO DE EMPLEADO DE CARRERA – Reincorporación de empleado en provisionalidad. Desviación de poder

En el sub-judice a folio 7 está probado que el demandante ostentaba derechos de carrera en el cargo de Profesional Especializado, Código 3010, Grado 16, así como las diferentes calificaciones satisfactorias de las cuales fue objeto. La Administración conforme al Oficio de 15 de noviembre de 2002 le comunicó al demandante dada la protección constitucional y legal derivada del derecho de estar escalafonado en Carrera Administrativa, podía optar por ser incorporado o percibir la indemnización y a pesar de que el actor el día 18 del mismo mes y año, le comunicó al Director General de la CAR que optaba por ser incorporado, la Entidad procedió a indemnizarlo, haciendo caso omiso a su solicitud, teniendo en cuenta que existían plazas en se habían designado funcionarios en provisionalidad (39), los cuales no gozaban de un mejor derecho. La Administración debió vincular en la nueva planta de personal, a los empleados que gozaran del régimen de Carrera Administrativa, sin que pudieran ocuparlos con provisionales pues, si bien, el nominador tiene la potestad de seleccionar a quienes ocupan las plazas existentes en la reestructuración, no puede olvidarse que éstas deben ser suplidas por los empleados con mejor derecho, como el que ostenta el actor. 
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AUTORIDADES NACIONALES
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra la sentencia de 29 de abril de 2010, proferida por el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, que accedió a las súplicas de la demanda incoada por Fernando Fajardo Ruiz contra la Corporación Autónoma de Cundinamarca - CAR.

LA DEMANDA

Estuvo encaminada a obtener la nulidad del Acuerdo No.  016 de 29 de octubre de 2002, proferido por el Consejo Directivo de la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca - CAR, que modificó y suprimió cargos de la planta de personal de la Entidad; las Resoluciones Nos. 1344 y 1345 de 15 de noviembre de 2002 expedidas por el Director General de la CAR, que incorporaron empleados provisionalmente y de carrera administrativa a la nueva planta de personal de la Corporación, sin tener en cuenta al actor en el cargo de Profesional Especializado, Código  3010, Grado 16; y la Comunicación de 15 de noviembre de 2002, que le notificó la supresión del cargo.

Se declare probada la excepción de inconstitucionalidad  consagrada en el artículo 4° de la Constitución Política, en armonía con lo dispuesto en los artículos 29, 53, 125 y 209 ibídem, y se inaplique el Acuerdo 016 de 29 de octubre de 2002, artículo 3, en cuanto facultó implícitamente al Director General para que suprimiera el cargo del demandante.

A título de restablecimiento del derecho, solicitó ordenar su reintegro al cargo que venía desempeñando o a otro de igual o superior categoría, sin solución de continuidad; disponer el pago de todos los salarios con sus respectivos ajustes legales, bonificaciones, primas legales, técnica, vacaciones, auxilio de cesantías y demás prestaciones sociales dejadas de devengar, desde la fecha de supresión del cargo hasta la de su reintegro efectivo; condenar en costas y agencias en derecho a la Entidad demandada y dar cumplimiento a la sentencia conforme a los artículos 176 y 178 del Código Contencioso Administrativo. 

Las anteriores pretensiones fueron sustentadas en los siguientes hechos:

El demandante prestó sus servicios a la Entidad desde 1998 como Contratista en la Regional Tequendama y Alto Magdalena con sede en Girardot.

Fue el cargo de Profesional Universitario, Código 3020, Grado 14, previo concurso en el que participó y aprobó.

La CAR se negó a efectuar su nombramiento en periodo de prueba, motivo por el cual instauró una acción de tutela que fue fallada por el Juzgado Cuarto de Menores del Circuito de Bogotá que otorgó el amparo solicitado y ordenó su nombramiento en periodo de prueba mediante Resolución No. 2135 de 29 de diciembre de 2000 y a la vez impugnó la decisión.

La Sala de Familia del Distrito Superior del Distrito Judicial de Bogotá revocó la decisión de tutela adoptada por el Juzgado Cuarto de Menores y la CAR de inmediato declaró insubsistente el nombramiento del actor, según da cuenta la Resolución No. 0602 de 18 de abril de 2001.

La Corte Constitucional en Sala de Revisión ordenó el nombramiento del actor en periodo de prueba y luego el Director de la CAR, con fundamento en el proceso de modernización, lo retiró nuevamente del servicio.

El  proceso de reestructuración adelantado en el año 2002, culminó con el Acuerdo No. 015 de 2002 en el que simplemente se reagruparon funciones en unas áreas, y se adoptó una nueva planta de personal y en el Acuerdo No. 016 de la misma fecha, que disminuyó el número de cargos de la planta de personal en los diferentes niveles.  

En el Acuerdo No. 16 de 2002, el Consejo Directivo facultó al Director General para que efectuara la reincorporación de los funcionarios a la nueva planta de personal conforme al artículo 39 de la Ley 443, y a los Decretos 1572, 1163 y 1568 de 1998.  El funcionario procedió a reincorporar a los servidores públicos contrariando el procedimiento de las normas citadas y sin tener en cuenta el resultado de los "estudios", al reincorporar primero a los provisionales utilizando listas de recomendados políticos, de miembros del Consejo Directivo y de los anteriores consejeros para por último nombrar algunos funcionarios de carrera.

Esto se puede determinar con la expedición de la Resolución No. 1342, por medio de la cual adopta el nuevo Manual de Funciones y Requisitos para los empleos de la corporación en la que fueron reincorporados funcionarios que no tenían derechos de Carrera y que fueron nombrados en provisionalidad desconociendo los derechos de carrera que sí tenía el actor.  

El 15 de noviembre de 2002, expidió las Resoluciones Nos. 1343 en el cual reincorporó 17 empleados de libre nombramiento y remoción;  1344 de 2002, incorporando a la nueva planta a 324 funcionarios que desempeñaban cargos en provisionalidad;  y 1345 de 2002 en el que reincorporó 129 funcionarios inscritos en carrera, 14 al cargo que desempeñaba el actor, sin incluirlo, y además, dispuso su retiro en el artículo 3°.

El procedimiento seguido es contrario a la Ley, pues no respetó el derecho preferencial del demandante a ser reincorporado a la nueva planta de personal y no se le dio la oportunidad de optar por la indemnización o por el reintegro a pesar de que su inscripción en el escalafón de Carrera Administrativa se mantenía vigente.

El Director prefirió incorporar a la nueva planta funcionarios en provisionalidad que a los mismos funcionarios de la CAR, especialmente a quienes habían instaurado acción de tutela reclamando sus derechos y de quienes la Corte Constitucional había ordenado su reintegro (sentencia T-1241 de 2001), algunos funcionarios, luego de suprimirles el cargo, se les dio la opción de optar por el reintegro, cuando ya no había vacantes y a otros como el actor, se les dio esa opción y al haber optado por la incorporación, su decisión no fue atendida.

Es ilegal apoyarse en la necesidad del servicio para justificar la supresión de unos cargos de carrera.

el actor presentó un resumen del Manual de Requisitos y Funciones del cargo ocupado por él, en el que comparaba que las funciones de su cargo no habían desaparecido; en cuanto a los requisitos, quedaba contemplado dentro del perfil del actor pero, fue precisamente a un cargo con funciones y requisitos similares al que ocupaba el actor, al que fueron reincorporados funcionarios que estaban vinculados a la CAR, por nombramiento en provisionalidad (Resoluciones 1344 y 1345 de 2002), cargos al que bien hubiese podido reincorporar la Administración al demandante, acatando las normas de carrera.

El actor, se distinguió por su profesionalismo, honestidad y capacidad laboral.

En el artículo 3° del Acuerdo No. 16 de 2002, se suprimieron 34 cargos de Profesional Especializado, Código 3010, Grado 16,  pero en el artículo 1° del mismo acto, quedaron contemplados 55 cargos en la planta global que correspondían al nivel y grado del cargo que desempeñaba el demandante, sin especificar a qué funcionario se le suprimía su cargo; esto hace que se configure una falsa motivación con el agravante de que no hubo supresión efectiva del cargo porque las funciones siguieron existiendo.

No contaba con disponibilidad presupuestal de que trata el parágrafo del artículo 136 del Decreto 1572 de 1998, al momento de proceder a la supresión o disminución de cargos, pues tan solo el 20 de diciembre de 2002 el Consejo Directivo le aprobó una adición presupuestal para cancelar algunas indemnizaciones sin que al demandante se le informara que tendría derecho a la indemnización de ley.

En escrito visible de folios 206 a 245, el apoderado del actor adicionó la demanda en los siguientes puntos:

Citó el nombramiento mediante Resolución No. 0412 de 17 de marzo de 2003, de la funcionaria María Teresa Camaro Camargo, en el cargo de Profesional Especializado Código 3010, Grado 16, en provisionalidad y por el término de 4 meses.  Esto quería decir, que en el cargo del actor, fue nombrada una funcionaria sin que tuviera un mejor derecho, pues las funciones del empleo, el perfil del mismo y la ubicación dentro de la planta global, en la oficina Territorial Gualivá y Magdalena Centro, coinciden en un todo.

El proceso de modernización institucional para expedir los actos administrativos encaminados a modificar la estructura orgánica de la planta de personal de la Entidad, incluyó cuatro etapas:

i. La CAR suscribió el Contrato No. 081 del 2001 con la firma Misión Humana Consultores, cuyo objeto fue prestar los servicios de implantación de los procesos de planeación y direccionamiento estratégico de la Corporación;

ii. Posteriormente la CAR con su equipo directivo, elaboró lo que llamó “Estudio Técnico para la modificación de la estructura organizacional y la planta de personal”

iii. El 6 de mayo de 2002, se creó el llamado “Comité de  Fortalecimiento Institucional”; integrado por miembros del Consejo Directivo de la Entidad y por el Subdirector de Planeación, la Jefe de la Oficina de Gestión y Control  y por la Subdirectora Administrativa, funcionarios de la CAR  y,

iv. Por recomendación del Consejo Directivo, la CAR celebró un contrato de consultoría con el señor Germán Matallana, persona natural, cuyo objeto era la revisión de los Estudios Técnicos que soporten la reestructuración administrativa y la modificación de la planta de personal.

El Estudio en su primera etapa no cumplió con las exigencias del Decreto 2504 de 1998, artículos 9° y 11,  para la adopción de una nueva estructura orgánica y una nueva planta  de personal, porque tan sólo llegó a definir la Misión, la Visión y las Políticas de la entidad, pero no definió algún proyecto de estructura. 

La segunda etapa, no puede considerarse como un verdadero Estudio Técnico que cumpla con los pasos y requisitos de que hablan los Decretos Reglamentarios de la Ley 443 (Decreto 1572 y 2504 de 1998), porque simplemente contiene el acopio de información de la normatividad que rige a la CAR, sus funciones, estatutos y no incluyen análisis económicos; no contiene caracterización del territorio y no aparece firmado por quienes lo elaboraron.

La tercera etapa, no se trata de un Estudio sino de la creación de un grupo para analizar los dos anteriores Estudios, no se integró un grupo interdisciplinario y su labor se centró únicamente a definir el recorte de personal, por aspectos económicos, sin un análisis técnico de la entidad. 

La cuarta etapa, elaborada por el consultor Germán Matallana, recomendó una estructura orgánica que es violatoria del artículo 50 de los estatutos de la CAR, pues no contempló las áreas de educación ambiental y participación ciudadana; el Estudio no satisface las exigencias del Decreto 2504 de 1998 (artículos 7°, 9° y 11) y 1572 de 1998, pues  no se  realizó el análisis ocupacional y de hojas de vida; ó si se hizo, se escondió para manipular el proceso; no se tuvieron en cuenta los perfiles para definir la planta de personal y reincorporar en ella a los funcionarios; no se hizo la evaluación de los productos y servicios; no se evaluaron los estándares de rendimiento; no se hizo el  análisis de los procesos misionales y de apoyo, luego, debe considerarse como inexistente, y, no puede tenerse válidamente como soporte técnico del Acuerdo 16 de 2002, por medio del cual se aprobó la nueva planta, lo que hace que dicho acto administrativo sea inaplicable por violación directa de los artículos 13, 29, 53 y 125 de la Constitución Política. 

Conforme a lo antes expuesto, desaparece la presunción de legalidad que ampara el Acuerdo 16 de 2002, porque el Estudio Técnico no cumple con los requisitos antes señalados y hubo falsa motivación porque el Director General durante su administración nombró más de trescientos (300) funcionarios sin mejorar los niveles de eficiencia, y la selección del personal no se realizó con criterios técnicos sino con recomendaciones políticas y de los ahijados de los electores del Director General.  

Los Estudios Técnicos elaborados por Misión Humana Consultores y Germán Matallana García, no fueron conocidos, analizados y aprobados por el Consejo Directivo.

El Acuerdo No. 016 de 2002, es abiertamente inconstitucional e ilegal, porque ninguna de las argumentaciones de sus considerandos, que constituyen su soporte fáctico o supuesto de hechos son ciertas; la disminución del 42 por ciento de la planta de personal obedeció a que la administración no había dejado la disponibilidad suficiente para pagar la nómina sino hasta el 15 de noviembre de 2002;  el mismo día de la aprobación de las reformas se aprobaron varios traslados presupuestales, insuficientes para pagar las indemnizaciones; y el estudio técnico no fue elaborado aplicando la metodología del Departamento Administrativo de la Función Pública en la medida en que no se analizaron las cargas de trabajo, ni los perfiles.

El 14 de noviembre de 2002, el Director General expidió la Resolución No. 1342, por medio de la cual adoptó el nuevo Manual de Funciones y Requisitos para los empleos de la Corporación, por demás, en forma extemporánea si se tiene en cuenta que la planta de personal fue adoptada el 29 de octubre, pero, con fundamento en el análisis de su contenido, y el dictamen pericial contratado, consideró que el acto administrativo no cumplía con los requisitos exigidos por el artículo 30, del Decreto 861 de 2000, debido a que, en él se omitió incorporar la  misión, objetivos y funciones generales de la entidad, con el fin de  proporcionar un conocimiento integral del organismo; no incluyó el  organigrama de la estructura interna; no incluyó el índice de contenido, relacionado con denominación, código, grado salarial, dependencia y área de trabajo; no incluyó copia del acto por medio del cual se adopta;  no incluye el número de empleos para cada grado; no determina si las  funciones corresponden al nivel central o territorial; no incluyeron la misión para cada cargo y, no contiene funciones específicas sino genéricas. 

La Contraloría General efectuó a la CAR Auditoria Gubernamental Abreviada, con enfoque integral, para la vigencia fiscal de 2002 en el mes de junio de 2003, en donde el Contralor Delegado para el Medio Ambiente, en oficio del 27 de junio de 2003, le informa al Director General de la entidad que los estudios técnicos no fueron elaborados conforme lo exigen la ley y los reglamentos, por ende, con fundamento en ellos no podía determinarse, técnicamente, la planta de personal de la entidad y el proceso de reestructuración lo que causó fue un colapso en la entidad, por lo que la CAR se encuentra paralizada.

-  Se evidenció que el consultor, no tuvo en cuenta la Resolución No.  150 de 2000, por medio de la cual se adoptó el Manual Específico de Funciones y Requisitos de la Planta de la CAR para hacer el análisis, evaluación y clasificación de la información existente; no hubo conclusiones respecto de las variables objeto ocupacional, ya que este se limitó únicamente a la recolección de la información a través de formularios; la implementación de la reestructuración no se efectuó de acuerdo con los perfiles y requisitos profesionales requeridos para cada cargo, según la Resolución No. 1342, que establece el Manual Específico de Funciones y Requisitos, y la especialización por áreas, a fin de optimizar el talento humano en cumplimiento de la Misión;  no es aceptable la forma como el consultor estableció las cargas de trabajo propuestas, por cuanto no realizó un estudio de tiempos y movimientos, el cual permite determinar y establecer técnica y adecuadamente la planta de personal;  y no realizó el análisis de procesos y hojas de vida, limitándose al levantamiento de información estadística y primaria, suministrada por las Oficinas Central y Territoriales.

Indicó que las bases de datos suministradas por la CAR, carecen de confiabilidad porque presentan inconsistencias en documentos de identidad, profesión, estudios, vinculación, dobles registros, entre otras; las Oficinas Territoriales no cuentan con personal necesario y suficiente para realizar las labores; hay funcionarios con perfiles que no corresponden al nivel del cargo y existe concentración del gasto en el nivel central; existen deficiencias que se presentaron en desarrollo del mencionado contrato; el documento presentado por el consultor externo al no haber seguido parámetros técnicos impidieron una definición justa de la planta de personal, acorde con las funciones y procedimientos misionales definidas con el trabajo de direccionamiento estratégico realizado por MISIÓN HUMANA; que en la actualidad se han contratado nuevamente algunos ex funcionarios, a través de órdenes de prestación de servicios. 

La Contraloría concluyó que dicho proceso presentó inconsistencias e irregularidades que ameritaron su traslado a la Procuraduría  General de la Nación, “para su conocimiento y fines pertinentes", además de que las deficiencias se manifestaron en la insuficiencia de personal para atender eficientemente el volumen de expedientes, trámites y demás radicaciones que diariamente se reciben.

En la Entidad acusada, actualmente no existe la estructura administrativa adecuada para realizar seguimiento y control al cumplimiento de los compromisos consignados en cada Plan de Manejo Ambiental, en las resoluciones de otorgamiento de licencias, permisos, autorizaciones etc.;  el personal que labora en la entidad ha sido insuficiente para atender eficientemente el volumen de expedientes, trámites y demás radicaciones que diariamente reciben (para ello, el actor elaboró un cuadro comparativo entre la estructura funcional existente en los años 2001, 2002 y la adoptada mediante el Acuerdo 16 de 2002);  y reiteró las irregularidades antes denunciadas y las inconsistencias encontradas en la incorporación de los empleados vinculados. 
En suma, indicó que conforme a las observaciones de la Contraloría, la existencia de contratos de prestación de servicios, ratifican la existencia de una planta de personal paralela, surgida de la improvisación con que se llevó a cabo la reestructuración y la definición de la planta y que llevó a la Entidad al colapso.

Lo sucedido puede denominarse abuso de poder porque la facultad de reestructuración y modificación de la planta de personal surge de la necesidad del servicio y en este caso, se utilizó tal facultad para propósitos diferentes a la satisfacción del bienestar de la comunidad que es la razón de ser del estado social de derecho.

NORMAS VIOLADAS

Constitución Política, Artículos 1°, 2°, 3°, 6°, 13, 25, 29, 53, 90, 121, 123, 124, 125 y 209; Ley 443 de 1998, artículos 1°, 2°, 3°, 5°, 6°, 7°, 8°, 12, 13, 15, 23, 27, 37, 38, 39, parágrafo, 40, 41 y 64; Código Contencioso Administrativo, artículos 36, 76 y 77; Ley 27 de 1992, artículos 1°, 7° y 21; Decreto 2400 de 1998, artículos 26 inciso 2°, 40, 46 y 61; Decreto 1950 de 1973, artículos 108, 180, 215, 240, 241 y 242; Decreto 1572 de 1998, artículos 1°, 2°, 4°, 5°, 6°, 7°, 11, 14, 45, 90, 105, 106, 111, 133, 136 y 137 inciso 1°;  Ley 734 de 2002. (Fls. 133-166, 169-185, 251-263 y 278-290)

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

La Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca – CAR dio contestación a la demanda (Fls. 291-305 y 315-329) oponiéndose a la prosperidad de las pretensiones, para lo cual planteó las excepciones de inepta demanda por falta de requisitos formales e indebida acumulación de pretensiones, con la siguiente fundamentación:

En cuanto a la excepción por inconstitucionalidad afirma que se cuestiona un Acuerdo por presuntas infracciones al ordenamiento, siendo este un acto administrativo, cuando lo propio es que la acción dirigida en su contra responda a la denominación de inexequibilidad, no la acción de inconstitucionalidad, como lo propuso el libelista, pues al hacerlo le trazó al fallador una ruta cuya competencia no le esta asignada, además, señala que el Decreto 1572 de 1998 solo es aplicable a las Entidades Territoriales y a la Rama Ejecutiva del Orden Territorial no extendido a las Corporaciones Regionales Autónomas.

Sobre la Resolución No. 1344 de 2002, adujo que obedece a las disposiciones y facultades previstas por los artículos 3° y 4° del Acuerdo 016 de 2002 emitida por la misma Entidad. 

Añade que la comunicación de noviembre 15 de 2002 que le informa al actor la desvinculación al cargo que venía desempeñando, no es un acto administrativo, en la medida que no resuelve, no crea, ni modifica ninguna situación jurídica y solo reviste las condiciones de un medio de comunicación.

LA SENTENCIA
El Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, mediante sentencia de 29 de abril de 2010 (Fls. 687-704), accedió a las súplicas de la demanda, con los siguientes argumentos:

Respecto de la excepción de indebida acumulación de pretensiones, al pedir el demandante la nulidad del Acuerdo No. 016 de 29 de octubre de 2002, precisó que aunque es un acto de carácter general y por tanto demandable en acción de simple nulidad, lo cierto es que lesiona y vulnera un interés particular, como es la supresión del cargo que desempeñaba el actor y su consiguiente desvinculación de la Entidad, que fue consecuencia directa de la reestructuración, ordenada por el acto administrativo en mención.

Analizó las normas relativas al ingreso a la Carrera Administrativa y los procesos de selección o concursos públicos, destacando que tras la inexiquibilidad parcial de la Ley 443 de 1998, la Corte Constitucional determinó dejar a salvo las situaciones jurídicas consolidadas a la fecha de ejecutoria del precitado fallo, es decir, quienes a julio 12 de 1999 hubiesen sido nombrados en período de prueba como resultado del concurso de méritos realizados en virtud de la Ley 443 de 1998, conservarían los derechos adquiridos de carrera.

La jurisprudencia se ha pronunciado sobre la naturaleza de las CAR, en los procesos de reestructuración de las plantas de personal, dándoles cierta autonomía que les permite sustraerse de ciertas formalidades en dichos procesos, pero ello, no autoriza que se desatiendan las necesidades de mejorar el servicio y la consecuente motivación que intrínsecamente debe llevar consigo la reincorporación de los empleados.    

La actuación de la Administración cuando incorporó, preferentemente, 39 empleados que se hallaban en provisionalidad y posteriormente 14 empleados de Carrera Administrativa es contrario con el artículo 39 de la Ley 443 de 1998 y la jurisprudencia pertinente.

En el sub-lite, el actor había sido nombrado en período de prueba en el cargo de Profesional Especializado, Código 3010, Grado 14 obteniendo siempre calificación satisfactoria.

El proceder legal de la CAR, no era otro que el de respetar los criterios de selección previstos en la norma pues, la discrecionalidad no podía rayar en la arbitrariedad ya que sus decisiones debían someterse a la Constitución y la Ley, que, además, protegían los empleados aforados en Carrera Administrativa y subsidiariamente, a aquellos que ocupaban cargos en provisionalidad pero que demostraran las mejores condiciones y calidades para seguir en el servicio.

El demandante gozaba del fuero propio de la Carrera Administrativa y en el expediente obran pruebas que demuestran inequívocamente que el proceso de reestructuración de la CAR se encontraba viciado de desviación de poder ya que los 93 funcionarios nombrados en provisionalidad fueron recomendados políticos y de directivos de la Entidad y, no fueron estudiadas las hojas de vida de los empleados que en ese momento se encontraban al servicio de la Corporación e inscritos en Carrera.

En contraste con la norma, la Entidad demandada le concedió un derecho preferencial a aquellos empleados recomendados, en perjuicio de algunos empleados de Carrera como el actor, que desempeñaba con probidad su cargo.

EL RECURSO
La Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca – CAR, por intermedio de apoderado interpuso recurso de apelación cuya sustentación corre de folios 729 a 737, en que solicita se revoque la decisión de primera instancia y en su lugar se nieguen las pretensiones de la demanda.

El A-quo al proferir su decisión no aprecio ni valoro correctamente las pruebas allegadas al proceso, sino que les dio una interpretación diferente que no se ajusta a la realidad del proceso, además que fue la demandada quien allego los documentos necesarios como material probatorio, siendo ésta carga del demandante.

Además el actor solicito la inaplicabilidad del Acuerdo 016 de 2002 y la nulidad de las Resoluciones Nos 1344 y 1345 de 15 de noviembre de 2002, pero no aporto la fundamentación de por qué resultaba inconstitucional, ni realizo señalamiento alguno respecto de la contraposición de las normas, ni logro demostrar que los actos administrativos expedidos por la Entidad se hubieran hecho de forma ilegal o irregular.

Indica que la administración se encuentra facultada por razones de mejoramiento del servicio para realizar supresión de cargos dentro de las entidades, y en la Entidad acusada se produjo una modificación de su planta de personal, que se considera como una causal para retirar del servicio a los funcionarios que considere pertinentes  atendiendo razones o necesidades del servicio.

El fallador de primera instancia no tuvo en cuenta que el demandante si bien es cierto ostentaba derechos de carrera en el momento de la supresión, optó por la incorporación, y se tiene superado el lapso de seis (6) meses previsto en la Ley, sin que haya sido posible efectuar la incorporación a un cargo igual o equivalente en la nueva planta de personal de la Entidad, por lo que procedió a cancelarle la indemnización, dejando a salvo los derechos propios del personal escalafonado en carrera.

En esas condiciones insiste en que se deben negar las súplicas de la demanda como en otras oportunidades lo hizo el Consejo de Estado.

CONCEPTO FISCAL

El Procurador Tercero Delegado ante esta Corporación de folios 779 a 786 rindió Concepto, en que solicita se confirma la decisión de primera instancia, por las siguientes razones:

La situación del accionante y la de los provisionales, una vez analizados los Acuerdos 015 y 016 de 2002 del Consejo Directivo de la CAR, da como resultado que la nueva nomenclatura no contempla el señalamientos de diversas funciones a las que ejecutaba el actor al tiempo de desempeñar el empleo de Profesional Especializado, Código 3010, Grado 16.

Por tanto, bajo esta perspectiva constitucional tiene razón el Tribunal en cuanto que la Entidad acusada al incumplir la obligación procesal de demostrar el supuesto de hecho en que sustentaba su defensa, autorizó de su suyo el mejor derecho a la reincorporación al servicio del actor en su condición de aforado, por encima de los nombrados en provisionalidad.

La carrera administrativa es un sistema técnico de administración de personal que tiene por objeto garantizar la eficiencia de la administración pública y ofrecer igualdad de oportunidades para el acceso al servicio público, la capacitación, la estabilidad en los empleos y la posibilidad de ascenso. (Artículo 1° de la Ley 443 de 1998)

Además está claramente definido en el artículo 39 de la Ley 443 de 1998 y ratificado por innumerable jurisprudencia
 y la doctrina, que en el caso de los servidores públicos inscritos en Carrera Administrativa, como en el caso de autos, lo que hay es un derecho relativo a la inamovilidad, más no una garantía absoluta de permanencia.

Así las cosas, al estar acreditado que el actor se encontraba inscrito en Carrera Administrativa, situación que es reconocida por la misma CAR, y su no reincorporación a pesar de haber ejercido dicha posibilidad y la incorporación de funcionarios nombrados en provisionalidad en el empleo que desempeñaba (Profesional Especializado, Código 3010, Grado 16), hacen que se deba acceder a las súplicas de la demanda, como lo hizo el A-quo.

Como no se observa causal de nulidad que invalide lo actuado procede la Sala a decidir previas las siguientes

CONSIDERACIONES
EL PROBLEMA JURÍDICO

Se trata de estudiar si el demandante tiene derecho a ser reintegrado al cargo que fue suprimido, porque a su juicio, algunas de las personas nombradas e incorporadas en cargos iguales o similares no reunía requisitos y porque no se le respetaron los derechos de carrera administrativa.

ACTOS ACUSADOS

Acuerdo No. 016 de 29 de octubre de 2002, expedido por el Consejo Directivo de la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca – CAR, que modificó y suprimió cargos de la planta de personal de la Entidad. (Fls. 22-27)

Resolución No. 1344 de 15 de noviembre de 2002, expedida por el Director General de la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca CAR, por la cual se incorporó con carácter de provisional a treinta y nueve (39) Profesionales Especializados, Código 3010, Grado 16 en la nueva planta de personal de la Corporación, sin incluir al actor quién afirma ostentar derechos de carrera administrativa. (Fls. 28-34)

Resolución No. 1345 de 15 de noviembre de 2002, proferida por el Director General de la CAR, por la cual incorporó algunos empleados públicos de carrera administrativa, entre ellos a catorce (14) Profesionales Especializado, Código 3010, Grado 16, sin incluir al actor. (Fls. 35-38)

Oficio de 15 de noviembre de 2002, por el cual, el Director General de la CAR le comunicó al demandante que el cargo de Profesional Especializado, Código 3010, Grado 16 fue suprimido y le brinda la posibilidad de optar entre ser incorporado a la Entidad o de percibir la indemnización, según los previsto en la Ley 443 de 1998. (Fls. 7)

HECHOS PROBADOS

Vinculación del Actor y Derechos de Carrera Administrativa

Conforme a la certificación expedida por la Coordinadora del Grupo de Gestión de Talento Humano de la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca -CAR, quedó demostrado que el demandante prestó sus servicios a la Entidad desde 1998 hasta el 15 de noviembre de 2002. (Fl. 21)

A  folio 394 la Secretaria del Departamento Administrativo de la Función Pública, da cuenta de la inscripción del actor en Carrera Administrativa.

De la Supresión de Cargos

Mediante Acuerdo No. 016 de 29 de octubre de 2002 el Consejo Directivo de la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca – CAR, determinó la nueva Planta de Personal de la Entidad y en el artículo 1º fijó, cincuenta y cinco (55) cargos de Profesional Especializado, Código 3010, Grado 16; mientras que en el artículo 3º suprimió treinta y cuatro (34) cargos de la misma denominación código y grado, sin indicar la dependencia a la cual correspondía o el nombre del empleado que lo desempeñaba. (Fls. 22-27)

Por Oficio de 15 de noviembre de 2002 suscrito por el Director General de la CAR, se le informó al demandante que de conformidad con el Acuerdo No. 016 de 29 de octubre 2002, se suprimió el cargo de Profesional Especializado, Código 3010, Grado 16, dependiente de la Regional Tequendama y Alto Magdalena que venía desempeñando. (Fl. 7)

Conforme a la Resolución No. 1344 de 15 de noviembre de 2002 (Fls. 28-34), el Director General de la CAR, incorporó en provisionalidad a treinta y nueve (39) Profesionales Especializados, Código 3010, Grado 16 en la nueva planta de personal de la Corporación, así:

	NOMBRES
	APELLIDOS
	CARGO
	CÓDIGO
	GRADO

	Alfonso Liborio
	García Pescador
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Alix Auxiliadora
	Montes Arroyo
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Ana Edith
	Rodríguez Hernández
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Ana Lucía
	Sandoval Ramírez
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Carlos Martín
	Páez Torres
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Clara Esperanza
	Pérez Avellaneda
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Diana Amalia
	Ortiz Moncada
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Elizabeth
	Hernández Puerto
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Emilge
	Riveros Angarita
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Ernesto
	Guerrero Ortega
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Ezequiel de Jesús
	Porras Grimaldos
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Felipe de Jesús
	Rodríguez Pineda
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Fernando
	Díaz Mesa
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Gustavo
	Pedraza Poveda
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Héctor Arnulfo
	Vargas Moreno
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Jesús Helmen
	Herrera Triana
	Profesional Especializado
	3010
	16

	José Fernando
	Useche Bonilla
	Profesional Especializado
	3010
	16

	José Luis
	Rodríguez Morales
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Juan Carlos
	Beltrán Cruz
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Luis Ernesto
	Mesa Martínez
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Luz Ángela
	Fandiño Rodríguez
	Profesional Especializado
	3010
	16

	María Ángela
	Venegas Santoro
	Profesional Especializado
	3010
	16

	María Carolina
	Ruiz Baracaldo
	Profesional Especializado
	3010
	16

	María Eugenia
	Cala Calderón
	Profesional Especializado
	3010
	16

	María Fernanda
	Urdaneta Ayala
	Profesional Especializado
	3010
	16

	María Trinidad
	Henao Orozco
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Mary Consuelo
	Angulo Pinzón
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Mauricio
	Bedoya Gaitán
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Mauricio Ernesto
	Güijo Ramírez
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Néstor
	Emilio Ruiz
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Nidia 
	Moreno Amaya
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Olga Li
	Romero Delgado
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Rafael Enrique
	Rozo Cortes
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Rafael María
	Romero Pardo
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Smith Liliana
	Niño Ulloa
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Sonia Cristina
	Navia Rojas
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Tito Mauro
	Huertas Valencia
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Yasid Javier
	Contreras Latorre
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Tomas Danilo
	Cristancho Álvarez
	Profesional Especializado
	3010
	16


Posteriormente por Resolución No. 1345 de 15 de noviembre de 2002 (Fls. 35-38) proferida por el Director General de la CAR, incorporó algunos empleados públicos de Carrera Administrativa, entre ellos a catorce (14) Profesionales Especializados, Código 3010, Grado 16, en la nueva planta de personal de la Corporación, así:

	NOMBRES
	APELLIDOS
	CARGO
	CÓDIGO
	GRADO

	Nancy Patricia
	Currea Gómez
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Gonzalo Helvert
	Chávez López
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Sonia del Pilar
	Fernández Mendoza
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Oscar Fernando
	Flórez Nieto
	Profesional Especializado
	3010
	16

	José Raúl
	Góngora Pulido
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Antonio Víctor
	López Reverend
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Nicolás Adolfo
	Mosquera Bermúdez
	Profesional Especializado
	3010
	16

	María Cristina
	Peña Velandia
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Fernanda Yeannette
	Rodríguez Albino
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Ricardo Antonio
	Ruiz Galindo
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Blanca Leonilde
	Serrato Peña
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Sandra Patricia 
	Sierra Torres
	Profesional Especializado
	3010
	16

	María Cristina
	Toro Suárez
	Profesional Especializado
	3010
	16

	Germán Rodrigo
	Torres Jaimes
	Profesional Especializado
	3010
	16


El 18 de noviembre de 2002 el demandante le comunicó al Director General de la CAR, su decisión de optar por la incorporación. (Fls. 8)

Mediante Resolución No. 619 de 21 de mayo de 2003, el Director General del Ente acusado, ordenó el reconocimiento y pago de la suma de $2’645.925 por concepto de indemnización. (Fls. 12 C-2)

ANÁLISIS DE LA SALA

Reformas de las Plantas de Personal

El inciso 1º del artículo 209 de la Constitución Política estableció el fin y principios que debe cumplir la función administrativa, con el siguiente tenor literal:

“La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones. (…)”

En otras palabras, para el ejercicio de la función administrativa se debe consultar el bien común; esto es, persiguiendo esos objetivos de carácter general, que se encuentran consignados en la Constitución Política y en la Ley, en especial en el artículo 2º de la Carta Política; que señala los fines esenciales del Estado.

Quiere decir que la Constitución le confiere a las Autoridades un poder reglado para el ejercicio de la función administrativa, de acuerdo con postulados característicos del Estado de Derecho, pero en materias, como las relativas a la gestión económica y social, se deja un margen de discrecionalidad para que la Administración, en forma eficaz, procure la satisfacción del interés colectivo, imprimiéndole el carácter Social del Estado de Derecho, donde la función administrativa se encuentra al servicio del interés general, y se base en principios como la eficacia y la celeridad.

De tal manera que cuando las reformas de las plantas de personal conllevan la supresión de empleos, se erigen en criterios y condiciones relacionados con las necesidades del servicio o modernización de la Administración, siendo objetivas las razones que justifican la reforma.

La decisión de retirar a un empleado de la planta de cargos, como consecuencia de una supresión, puede originarse bien porque todos los cargos de su categoría fueron suprimidos por el acto general, o bien porque en la nueva planta de personal no se creen cargos con funciones iguales o equivalentes en uno de los cuales pudiera incorporarse. Así lo ha expresado la Sección Segunda de esta Corporación en sentencia de 6 de julio de 2006, Actor Omar Benito Páez Jaimez, M.P. Dra. Ana Margarita Olaya Forero, que dijo:

“(…) Por ello la planta de personal de una entidad puede estipular cargos de igual denominación que no obstante serán diferentes empleos cuando el manual específico les asigne funciones, requisitos y/o responsabilidades distintas; y la supresión del empleo no ocurrirá cuando subsistan en la planta de la entidad igual o superior número de cargos de la misma o distinta denominación, cuando las funciones asignadas, los requisitos y la responsabilidad inherente a dichas funciones sea idéntica. Por el contrario, si el número de cargos se reduce en las mismas condiciones, habrá ocurrido una real supresión de empleos. (…)”

En el sub-examine, el demandante considera que con la supresión del cargo que venía desempeñando en la Entidad demandada se le desconocieron sus derechos de carrera. Al respecto es preciso tener en cuenta, que:

Las Corporaciones Autónomas Regionales - CAR “son personas jurídicas públicas del orden nacional, que cumplen cometidos públicos de interés del Estado”, que gozan de autonomía, con fundamento en el artículo 150-7 de la Constitución Política y en cuanto a su régimen de personal, le son aplicables las normas generales de carrera administrativa según lo previsto el artículo 3° de la Ley 443 de 1998, regla vigente para la época de los hechos demandados.


 “ARTICULO 3°. CAMPO DE APLICACION. Las disposiciones contenidas en la presente ley son aplicables a los empleados del Estado que prestan sus servicios en las entidades de la Rama Ejecutiva de los niveles Nacional, Departamental, Distrital, Municipal y sus entes descentralizados; en las Corporaciones Autónomas Regionales; en las Personerías; en las entidades públicas que conforman el Sistema General de Seguridad Social en Salud; al personal administrativo de las Instituciones de Educación Superior de todos los niveles, cuyos empleos hayan sido definidos como de carrera; al personal administrativo de las instituciones de educación primaria, secundaria y media vocacional de todos los niveles; a los empleados no uniformados del Ministerio de Defensa Nacional, Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, así como a los de las entidades descentralizadas adscritas o vinculadas a los anteriores”.

Dentro de esa autonomía las Corporaciones Autónomas debe actuar de acuerdo al marco legal al determinar su estructura organizacional y su conveniente planta de personal, por eso, cualquier aprobación previa de las reformas que hagan a esas plantas de personal por parte del Departamento Administrativo de la Función Pública, constituye una flagrante violación a las normas constitucionales que consagran ese principio.
 En conclusión de lo expuesto, se tiene que las CAR deben seguir las reglas de la carrera administrativa por expresa disposición legal, pero no debe sujetarse a la aprobación previa del Departamento Administrativo de la Función Pública, por decisión  jurisprudencial.

El artículo 39 de la Ley 443 de 1998
, prevé que la supresión de un cargo de Carrera Administrativa puede ocurrir por diferentes razones, verbi gracia fusión o liquidación de una Entidad Pública; la reestructuración; por modificación de la planta de personal; por reclasificación de los empleos; traslado de funciones de una entidad a otra; o simplemente por políticas de modernización del Estado con el fin de hacer más eficaz la prestación del servicio público, que trae consigo las consecuencias jurídicas que de ella se derivan, como son la opción de ser incorporado a un empleo equivalente o ser indemnizado en los términos y condiciones que establezca el Gobierno Nacional.
 

El artículo 41 de la Ley 443 de 1998 con relación a la reforma de las plantas de personal, dispuso:

“Con el fin de garantizar la preservación de los derechos de los empleados de carrera, las reformas de planta de personal de las entidades de la Rama ejecutiva
de los órdenes nacional y territorial, que impliquen supresión de empleos de carrera deberán motivarse expresamente; fundarse en necesidades del servicio o en razones de modernización de la Administración y basarse en estudios técnicos que así lo demuestren elaborados por las respectivas entidades, la Escuela Superior de Administración Pública, firmas especializadas en la materia, o profesionales en Administración Pública u otras profesiones idóneas, debidamente acreditados, de acuerdo con la reglamentación que para el efecto expida el Gobierno Nacional.   

Toda modificación a las plantas de personal de las entidades del orden nacional, incluidos sin excepción los establecimientos públicos, las corporaciones autónomas regionales
, y las plantas de personal de empleos públicos que formen parte de las empresas industriales y comerciales del Estado, deberá ser aprobada por el Departamento Administrativo de la Función Pública. El Departamento Administrativo de la Función Pública llevará el balance de cargos deficitarios que, requiriéndose para el cumplimiento de los fines de las entidades nacionales, no hubiere sido posible crearlos en las respectivas plantas de personal por razones de orden presupuestal. Dicho balance se justificará en estudios técnicos de planta consultando exclusivamente las necesidades del servicio y las técnicas de análisis ocupacional con prescindencia de cualquier otro concepto.

El artículo 148 del Decreto 1572 de 1998, con relación a la modificación de las plantas de personal, dispone:

“Las modificaciones a las plantas de personal de las entidades pertenecientes a la Rama Ejecutiva de los órdenes nacional y territorial deberán motivarse expresamente y fundarse en las necesidades del servicio o en razones que propendan por la modernización de la institución, las cuales estarán soportadas en estudios técnicos que así lo demuestren.”

A su vez los artículos 149 y 154 del Decreto 1572 de 1998, contienen las razones en las cuales se fundamenta o justifica la modificación de las plantas de personal y los Estudios Técnicos modificados por los artículos 7º y 9º del Decreto 2504 de 1998, con el siguiente contenido literal:

“Artículo 7º. Modificase el artículo 149 del Decreto 1572 del 5 de agosto de 1998, el cual quedará así:

Se entiende que la modificación de una planta de personal está fundada en necesidades del servicio o en razones de modernización de la administración, cuando las conclusiones del estudio técnico de la misma deriven en la creación o supresión de empleos con ocasión, entre otros, de:

1. Fusión o supresión de entidades.

2. Cambios en la misión u objeto social o en las funciones generales de la entidad.

3. Traslado de funciones o competencias de un organismo a otro.

4. Supresión, fusión o creación de dependencias o modificación de sus funciones.

5. Mejoramiento o introducción de procesos, producción de bienes o prestación de servicios.

6 .Redistribución de funciones y cargas de trabajo.

7. Introducción de cambios tecnológicos.

8. Culminación o cumplimiento de planes, programas o proyectos cuando los perfiles de los empleos involucrados para su ejecución no se ajusten al desarrollo de nuevos planes, programas o proyectos o a las funciones de la entidad.

9. Racionalización del gasto público

10. Mejoramiento de los niveles de eficacia, eficiencia, economía y celeridad de las entidades públicas.

PARÁGRAFO: Las modificaciones de las plantas a las cuales se refiere este artículo deben realizarse dentro de claros criterios de razonabilidad, proporcionalidad y prevalencia del interés general.

Artículo 9º. Modificase el artículo 154 del Decreto 1572 del 5 de agosto de 1998, el cual quedará así:

Los estudios que soportan las modificaciones de las plantas de personal deberán estar basados en metodologías de diseño organizacional y ocupacional que contemplen, dependiendo de la causa que origine la propuesta, alguno o varios de los siguientes aspectos:

1. Análisis de los procesos técnico-misionales y de apoyo

2. Evaluación de la prestación de los servicios

3. Evaluación de las funciones asignadas, perfiles y las cargas de trabajo de los empleos.”

Para la fecha de expedición de los actos acusados, se hallaba vigente la Ley 443 de 1998, y su artículo 41 ya había sido reglamentado por el Decreto 1572 del mismo año, normatividad que fijó los parámetros y procedimientos para la modificación de plantas de personal, el que a su vez fue modificado, en algunas de sus disposiciones, por el Decreto 2504 de 1998. 

La Entidad demandada debió acatar las disposiciones aludidas al expedir los actos administrativos acusados, más aún tratándose de la supresión de empleos de Carrera Administrativa como el actor, ya que las referidas disposiciones legales exigen la elaboración de un Estudio Técnico previo como sustento de la reforma a las plantas de personal.  

En el presente caso, el proceso de la modificación se inicia con el Acuerdo No. 33 del 19 de diciembre de 2001, en donde consta que el Consejo Directivo aprobó el Presupuesto de Ingresos y Gastos de Funcionamiento, Servicio de la Deuda e Inversión, para la vigencia fiscal comprendida entre el 1° de enero al 31 de diciembre de 2002, por valor de $103’486.786. (Fls. 531-533)


Posteriormente la Subdirectora Administrativa y Financiera con base en lo dispuesto en el artículo 41 de la Ley 443 de 1998 y el artículo 9° del Decreto 2504 de 1998 y en la propuesta de Misión Humana Consultores, contrata los estudios necesarios para la modificación de la planta de personal, que se concretan en la Consultoría No. 085 de 11 de julio de 2002, celebrado entre la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca y Germán Matallana García. (Fls. C-3).

Mediante los Acuerdos Nos. 014 y 23 de octubre de 2002 se efectuaron los correspondientes traslados en el presupuesto de gastos para la vigencia fiscal de esa anualidad, con destino a la reestructuración de la Entidad acusada.

Finalmente, en sesión ordinaria del 24 de octubre de 2002, el Director General de la CAR presentó ante el Consejo Directivo la propuesta de reestructuración como “Fortalecimiento Institucional”, que es aprobado el día 29 del mismo mes y año, mediante Acta No. 842 (Fls. 84-142), como resultado de esa decisión se expiden los Acuerdos Nos. 15, (Fls. 10-21) que determinó la estructura de la Corporación, y el No. 16 que estableció la planta de personal de la Entidad demandada, (Fls. 22-27) de 29 de octubre de 2002; posteriormente mediante las Resoluciones Nos. 1342 se estableció el Manual Específico de Funciones y Requisitos, por la 1345 se incorporaron algunos empleados públicos en Carrera a la nueva planta de personal, la 1344, incorporó algunos funcionarios públicos designados provisionalmente a la nueva planta de la CAR y la 1346 que distribuye los cargos y ubica a los empleados públicos en la nueva planta.

De la Inaplicación del Acuerdo No. 016 de 29 de octubre de 2002

El Consejo Directivo de la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca –CAR, mediante el Acuerdo No. 016 de 29 de octubre de 2002, determinó la planta de personal de la accionada y en su artículo 1°, dispuso:

“Determinar la nueva planta de personal que en adelante regirá en la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca – CAR, de la siguiente manera: (…)

PLANTA GLOBAL

	CANTIDAD
	DENOMINACIÓN DEL CARGO
	CÓDIGO
	GRADO

	55Cincuenta y Cinco
	Profesional Especializado
	3010
	16


Esta clase de actos administrativos de carácter general,  que regulan una determinada situación, bien pueden causar lesiones a quienes desempeñan los empleos, (por ejemplo quedar cesantes), en principio, son demandados en acción de simple nulidad; pero conforme a jurisprudencia
 sobre la materia, los interesados pueden acusarlos en acción de nulidad y restablecimiento del derecho, en lo que estrictamente los afecte, teniendo en cuenta las reglas de competencia del Juez ante quien presenta la demanda.

En el sub-examine no se evidencia que el Acuerdo No. 016 de 29 de octubre de 2002, acto de carácter general, le cause alguna lesión al demandante por lo que la Sala se inhibirá de hacer pronunciamiento respecto a su nulidad.

Nulidad del Oficio de 15 de noviembre de 2002

El oficio fue expedido por el Director General de la CAR, con la finalidad de comunicarle al actor que su cargo había sido suprimido de la Planta Global, con el siguiente tenor literal:

“Por medio de la presente, me permito comunicarle que, en desarrollo de la nueva estructura de la Corporación y de la determinación de a nueva planta de personal establecida mediante el Acuerdo No. 016 del 29 de octubre de 2002, el cargo de Profesional Especializado, 3010, 16, dependiente de la REG. TEQUENDAMA Y ALTO MAGDALENA, que usted venía desempeñando en la Corporación fue suprimido, razón por la cual, a partir de la fecha de la presente comunicación usted queda desvinculado de la misma al no haber quedado incorporado dentro de la nueva planta. (…)” (Fls. 7)

Para el recurrente la comunicación que le informó la supresión del cargo y produjo su retiro, es un acto particular que se efectuó de manera ilegal.

Esta Sala en repetidas ocasiones ha afirmado que la comunicación por medio de la cual se informa la decisión asumida por una determinada autoridad pública no tiene el carácter de acto administrativo; el Despacho que en esta oportunidad presenta la ponencia
 en sentencia de 15 de marzo de 2007, Exp. 3020-04, actora Sara Rodríguez Ospina, precisó lo siguiente:

“Como bien se observa la comunicación de supresión del cargo se limitó a informarle a la actora que fue desvinculada del servicio a partir del 3 de abril de 2000 como consecuencia de la supresión del cargo de Jefe de Programas dispuesta por el Decreto 411 de 2000, oficio que no crea, extingue o modifica una situación jurídica.”

En esas condiciones, la citada comunicación no es enjuiciable debido a que ésta Jurisdicción está facultada para juzgar actos administrativos; y si en gracia de discusión pudiera anularse, ello resultaría infructuoso, pues no tendría ningún efecto jurídico respecto a los actos que determinaron la supresión de cargos y la incorporación de funcionarios, de tal manera que no procede emitir pronunciamiento de mérito en relación con la comunicación impugnada y por ende se declara la inhibición.

Derecho Preferencial de Incorporación

Mediante Resolución No. 1344 de 15 de noviembre de 2002, el Director de la CAR incorporó provisionalmente a la nueva planta de personal a 39 funcionarios al cargo de Profesional Especializado, Código 3010, Grado 16, quienes no ostentaban estabilidad alguna.

Para el recurrente con la expedición del precitado acto, se incurrió en desviación de poder porque se desconoció su mejor derecho frente a los funcionarios incorporados, toda vez que se encontraba inscrito en Carrera Administrativa. 

En el sub-judice a folio 7 está probado que el demandante ostentaba derechos de carrera en el cargo de Profesional Especializado, Código 3010, Grado 16, así como las diferentes calificaciones satisfactorias de las cuales fue objeto. (Fls. 63-65)

La Administración conforme al Oficio de 15 de noviembre de 2002 le comunicó al demandante dada la protección constitucional y legal derivada del derecho de estar escalafonado en Carrera Administrativa, podía optar por ser incorporado o percibir la indemnización y a pesar de que el actor el día 18 del mismo mes y año, le comunicó al Director General de la CAR que optaba por ser incorporado, la Entidad procedió a indemnizarlo, haciendo caso omiso a su solicitud, teniendo en cuenta que existían plazas en se habían designado funcionarios en provisionalidad (39), los cuales no gozaban de un mejor derecho. (Fls. 7, 8 y 28-34)

Es asertivo el A-quo cuando manifiesta que la CAR vinculó en lugar del actor a funcionarios provisionales y que las circunstancias del retiro no se generaron por su culpa, por lo que no puede la accionada en el recurso de alzada beneficiarse de su propio proceder irregular.

La Administración debió vincular en la nueva planta de personal, a los empleados que gozaran del régimen de Carrera Administrativa, sin que pudieran ocuparlos con provisionales pues, si bien, el nominador tiene la potestad de seleccionar a quienes ocupan las plazas existentes en la reestructuración, no puede olvidarse que éstas deben ser suplidas por los empleados con mejor derecho, como el que ostenta el actor. 

La Sala considera que en el sub-examine quedó demostrado que la Entidad acusada desconoció la garantía de estabilidad del demandante, al no ordenar su incorporación al empleo, sin tener en cuenta que la medida de supresión fue ejercida sobre una planta global y flexible, de suerte que se constituyó en una nueva planta, la cual debió reacomodarse en su totalidad, desarrollando el proceso de distribución de los empleos en la estructura orgánica de la Entidad para luego proceder a ubicar a los empleados, prefiriendo a los inscritos en carrera administrativa que hubieran optado por la incorporación, de manera que si la lista de escalafonados se agotaba y aún sobraban cargos de Profesional Especializado, Código 3010, Grado 16, surgía la posibilidad de vincular al personal en provisionalidad o a nuevos empleados, mientras se realiza el respectivo concurso.

Conforme a lo antes expuesto, resulta evidente que la Entidad demandada, en el proceso de reestructuración, desconoció al demandante su condición de empleado de carrera administrativa y por ende, debe declararse la nulidad de los actos acusados que incorporaron a empleados en provisionalidad, sin tener en cuenta que el demandante gozaba de los beneficios del régimen general de la carrera administrativa.

Por lo expuesto la sentencia que accedió a las súplicas de la demanda, por desconocimiento de los derechos de carrera del actor, deberá ser confirmada, como en efecto lo dispondrá, empero, la revocará en cuanto negó la pretensión respecto del Oficio  de 15 de noviembre de 2002, por el cual se comunicó el retiro del actor, pues se trata de una mera comunicación y no un acto administrativo posible de demandar ante esta jurisdicción, y se declarará su inhibición.

El Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección "B", administrando Justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley.

FALLA

1°.
DECLÁRASE inhibida la Sala para conocer de la nulidad del Oficio de 15 de noviembre de 2002 de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia

2°.
CONFIRMASE en todo lo demás la sentencia de 29 de abril de 2010, proferida por el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, que accedió a las pretensiones de la demanda incoada por Fernando Fajardo Ruiz contra la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca - CAR. 

Ejecutoriada esta providencia devuélvase el expediente al Tribunal de origen. Cópiese, notifíquese y cúmplase. 

La anterior providencia fue discutida y aprobada por la Sala en sesión de la fecha.

BERTHA LUCÍA RAMÍREZ DE PÁEZ               
GERARDO ARENAS MONSALVE

VÍCTOR HERNANDO ALVARADO ARDILA
� CONSEJO DE ESTADO, sentencias de 23 de septiembre de 2004, expediente 4549-03; de 16 de noviembre de 2006, expediente 5688-05.


� CORTE CONSTITUCIONAL, sentencia C-095 de 1996 y el CONSEJO DE ESTADO, sentencia de 12 de noviembre de 1993.


� CORTE CONSTITUCIONAL, sentencia T-1701 de 7 de diciembre de 2000, M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero.


� Aparte subrayado declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/cc_sc_nf/2000/c-560_2000.html" \l "1" \t "_blank" �C-560� de  17 de mayo de 2000, M.P. Dr. Alfredo Beltrán Sierra, 'bajo el entendido de que en ella no quedan comprendidas las universidades estatales u oficiales organizadas como entes universitarios autónomos conforme a la Ley.”


� sentencia C-370 de 1999, MP Carlos Gaviria Díaz; C-994/00 MP Alejandro Martínez Caballero.


� Derogada, salvo los artículos 24, 58, 81 y 82, por el artículo 58 de la Ley 909 de 2004, publicada en el Diario Oficial No. 45.680, de 23 de septiembre de 2004, "Por la cual se expiden normas que regulan el empleo público, la carrera administrativa, gerencia pública y se dictan otras disposiciones."





� Sentencia C-370 de 1999, Referencia Expedientes D-2219 y D-2225 (acumulados), Demanda de Inconstitucionalidad contra los artículos 5º, parcial, 39, parcial, 41, 48-2 y 56 de la Ley 443 de 1998, Demandantes: Carlos Alberto Lozano Velásquez, Rubén Darío Díaz Rueda y otros, M.P. Dr. Carlos Gaviria Díaz, sentencia de 27 de mayo de 1999. En el proveído en mención, se declaró exequible la expresión “o a recibir indemnización” contemplada en el artículo 39 de la Ley 443 de 1998.





� El texto subrayado fue declarado exequible por la Corte Constitucional en Sala Plena, mediante sentencia C-994 de 2 de agosto de 2000, M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero. 


� El texto subrayado fue declarado inexequible por la Corte Constitucional en Sala Plena, mediante sentencia C-994 de 2 de agosto de 2000, M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero.





� El parágrafo del artículo fue declarado inexequible por Corte Constitucional en Sala Plena, mediante sentencia C-372 de 26 de mayo de 1999, M.P. Dr. José Gregorio Hernández Galindo.


� Consejo de Estado, sentencia de 8 de marzo de 2007, expediente No. 4854-05, M.P. Dr. Alejandro Ordóñez Maldonado, se pronunció en el siguiente sentido: “(…) En esta medida, en la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, en estricto rigor procesal y respecto de los cargos formulados por la supresión del cargo, debía solicitarse la pretensión anulatoria del Acuerdo No. 025 de 26 de abril de 2001, proferido por el Concejo Distrital de Bogotá, aspecto que al examinar las pretensiones fue omitido. No obstante lo anterior, el escollo aludido puede considerarse superado en aras de hacer prevalecer el derecho al acceso a la administración de justicia, con la petición de inaplicación que se formuló porque ella surte para el caso los mismos efectos de la declaración de nulidad pues logra que, con efectos inter partes, vale decir, única y exclusivamente para el asunto particular y subjetivo que se estudia, desaparezca la presunción de legalidad de la decisión en el evento de comprobarse la existencia de algún vicio de legalidad en su expedición. (…)”


� Consejera Ponente Dra. Bertha Lucía Ramírez de Páez.


� Consejo de Estado, en sentencia de 10 de septiembre de 1995, Expediente 9980, M.P. Dra. Clara Forero de Castro, expresó: “Si el actor pretendía su reintegro al cargo, cualquier ataque contra la decisión de retiro debió dirigirlo contra los actos que realmente lo afectaron y no contra la comunicación de los mismos como lo fue el oficio acusado. No porque entre ellos se conformara un acto complejo, como lo afirmó el Tribunal, sino porque la Resolución de incorporación se expidió en virtud de la facultad que le fue otorgada al Gerente, la que a su vez se ajustó al Acuerdo 05 de 1993.”


� Esta Corporación en sentencia de 20 de septiembre de 2007, Exp. 6420 de 2005, ésta Subsección, M.P. Dr. Jesús María Lemos Bustamante, expresó: 


“(…) Bajo estos supuestos la supresión de empleos debe entenderse como una causa legal de retiro del servicio de los empleados del sector público, que se encuentra justificada por la necesidad de adecuar las plantas de personal de las distintas entidades públicas a los requerimientos del servicio para hacer más ágil, eficaz y eficiente la función que deben cumplir. 





En este sentido la decisión de retirar a un empleado de la planta de cargos, como consecuencia de una supresión, ocurre porque el empleo específico fue suprimido por el respectivo acto, lo que se debe entender cuando la cantidad de cargos desaparece, o porque en la nueva planta de personal no subsisten cargos con funciones iguales o equivalentes a los cuales pueda incorporarse el funcionario. Al respecto la Sección Segunda de esta Corporación ha señalado2: (…)





Estima el actor que con la supresión del cargo que venía desempeñando en la entidad demandada se le desconocieron sus derechos de carrera. Al respecto observa la Sala que las normas sobre carrera administrativa reconocen el derecho de los empleados inscritos en el sistema de la carrera a ser incorporados en los cargos que se mantienen en la nueva planta, siempre que demuestren su mejor derecho. En su defecto, podrán optar por una indemnización, en los términos y condiciones de ley.





Bajo este supuesto se debe entender que la administración, por razones de interés general ligadas a la eficacia y eficiencia de la función pública, puede suprimir determinados cargos en la medida en que ello contribuya al cumplimiento de los fines del Estado Social de Derecho. Por consiguiente, cuando existan motivos de interés general que justifiquen la supresión de cargos en una entidad pública es legítimo que el Estado lo haga, sin que puedan oponérsele los derechos de carrera de los funcionarios ya que estos deberán ceder ante el interés general, tal como lo indicó  la Corte Constitucional en la sentencia T-374 de 2000, Magistrado Ponente Álvaro Tafur Galvis: (…)“





